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García García, Juez Ponente 
 

RESOLUCIÓN 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 18 de agosto de 2016. 

I 

El 17 de agosto de 2016 Élida Rosario (Peticionaria) presentó 

conjuntamente una petición de certiorari y una moción de auxilio 

de jurisdicción.  Respectivamente la Peticionaria solicita la 

desestimación del delito imputado y la paralización del juicio 

señalado para este viernes, 19 de agosto de 2016.  La moción de 

auxilio no cumplió con el requerimiento de notificación de nuestra 

Regla 79 (E), 4 LPRA Ap. XXII-B, y luego que le ordenamos a la 

Peticionaria acreditar la requerida notificación, tampoco lo hizo.  

Sin ulterior trámite, procedemos a resolver ambos petitorios. 

Por los fundamentos que a continuación esbozamos, 

denegamos la moción de paralización, así como el auto de 

certiorari. 

II 

Expedición del recurso de certiorari en casos criminales 

El certiorari es el vehículo procesal extraordinario utilizado 

para que un tribunal de mayor jerarquía pueda corregir un error 

de derecho cometido por un tribunal inferior. Por ordinariamente 
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tratarse de asuntos interlocutorios, el tribunal de mayor jerarquía 

tiene la facultad de expedir el auto de manera discrecional. Pueblo 

v. Colón Mendoza, 149 DPR 630, 637 (1999); Negrón v. Secretario 

de Justicia, 154 DPR 79, 91 (2001). 

Como foro apelativo, nos corresponde evaluar la corrección y 

razonabilidad de la decisión recurrida y la etapa del procedimiento 

en que se produce para determinar si es el momento apropiado 

para nuestra intervención. Este análisis también requiere 

determinar, si por el contrario nuestra intervención ocasionaría un 

fraccionamiento indebido o la dilación injustificada del litigio. Al 

analizar la procedencia de un recurso de certiorari, debemos tener 

presente su carácter discrecional que debe ser usado con cautela y 

solamente por razones de peso. Negrón v. Secretario de Justicia, 

supra, pág. 91; Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 91 

(2008); Banco Popular de Puerto Rico v. Mun. de Aguadilla, 146 DPR 

651, 658 (1997). 

La discreción se define como el poder para decidir en una u 

otra forma y para escoger entre uno o varios cursos de acción. 

Significa que el discernimiento judicial debe ser ejercido 

razonablemente para poder llegar a una conclusión justiciera. La 

discreción que tiene el foro apelativo para atender un certiorari, 

tampoco es absoluta. No significa actuar de una forma u otra 

haciendo abstracción al resto del derecho, porque entonces sería 

un abuso de discreción. El adecuado ejercicio de la discreción 

judicial está inexorable e indefectiblemente atado al concepto de la 

razonabilidad. García Morales v. Padró Hernández, 165 DPR 324, 

334-335 (2005). 

Por ser este caso uno de naturaleza penal y el certiorari un 

vehículo diseñado para el proceso civil, lo evaluamos conforme a 

nuestra Regla 40, 4 LPRA Ap. XXII-B R. 40, que establece los 

siguientes criterios los cuales deberemos considerar para ejercer 
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sabia y prudentemente nuestra discreción para atender o no los 

méritos un recurso de certiorari. 

A. Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 
diferencia de sus fundamentos son contrarios a derecho 

B. Si la situación de hechos planteada es la más indicada 
para analizar el problema 

C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad, o error craso y 
manifiesto de la apreciación de la prueba por el Tribunal 
de Primera Instancia 

D. Si el asunto planteado exige consideración más detenida 
a la luz de los autos originales, por los cuales deberán 
ser elevados, o de alegatos más elaborados 

E. Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso 
es la más propicia para su consideración. 

F. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
no causan un fraccionamiento indebido del pleito y una 
dilación indeseable en la solución final del litigio 

G. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
evita un fracaso de la justicia. 

 

Ninguno de estos criterios es determinante por sí solo para el 

ejercicio de nuestra discreción como tampoco se trata de una lista 

exhaustiva. García Morales v. Padró Hernández, supra. La norma 

vigente es que un tribunal apelativo sólo intervendrá con las 

determinaciones interlocutorias discrecionales procesales del TPI 

cuando éste haya incurrido en arbitrariedad, pasión, prejuicio o 

parcialidad, o en un craso abuso de discreción o en una 

interpretación o aplicación errónea de cualquier norma procesal o 

de derecho sustantivo. Pueblo v. Rivera Santiago, 176 DPR 559, 

581 (2009); Serrano Muñoz v. Auxilio Mutuo, 171 DPR 717-719 

(2007); In re Ruiz Rivera, 168 DPR 246, 252-253 (2006); García v. 

Asociación, 165 DPR 311, 322 (2005); Álvarez v. Rivera, 165 DPR 1 

(2005); Meléndez Vega v. Caribbean Intl. News, 151 DPR 649, 664 

(2000); Zorniak v. Cessna, 132 DPR 170, 181 (1992); Lluch v. 

España Services Sta., 117 DPR 729, 745 (1986); Valencia ex Parte, 

116 DPR 909, 913 (1986). 

La Desestimación de Acusaciones Criminales 

 
La acción penal en nuestro ordenamiento jurídico se inicia 

con la determinación de causa probable para arrestar, o al citarse 

a una persona para que responda ante los tribunales por la 
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comisión de un delito. Pueblo v. Irizarry, 160 DPR 544 (2003); 

Pueblo v. Jiménez Cruz, 145 DPR 803, 809-810 (1998). Es desde 

ese momento que el tribunal adquiere jurisdicción sobre la persona 

del imputado, Pueblo v. Miró González, 133 DPR 813, 819 (1993), y 

éste queda sujeto a responder por la comisión del delito en un 

juicio adversativo. Pueblo v. Irizarry, supra. 

La determinación de causa probable para el arresto 

constituye una exigencia constitucional. Pueblo v. North Caribbean, 

162 DPR 374, 379 (2004); Pueblo v. Irizarry, supra; Pueblo v. 

Jiménez Cruz, supra, pág. 809. Nuestra Constitución claramente 

dispone que sólo se expedirán mandamientos autorizando arrestos 

por autoridad judicial, y ello únicamente cuando exista causa 

probable apoyada en juramento o afirmación, describiendo 

particularmente las personas a detenerse.  Art. II, Sec. 10, 

Constitución del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, Tomo 1 

LPRA. 

Corresponde al Ministerio Público presentar una scintilla de 

evidencia de todos los elementos del delito y su conexión con la 

persona imputada de cometerlo. Pueblo v. Rivera Cuevas, 181 DPR 

699, 706 (2011); Pueblo v. Irizarry, supra, pág. 560. Asimismo el 

Tribunal Supremo ha aclarado que los derechos reconocidos al 

imputado en la precitada regla no son absolutos, toda vez que la 

vista de determinación de causa probable para arresto puede 

realizarse en su ausencia. Pueblo v. North Caribbean, supra; Pueblo 

v. Irizarry, supra, pág. 560. Específicamente se ha resuelto que 

“estos derechos se activan únicamente si la determinación de 

causa para arresto se hace en presencia del imputado”. Pueblo v. 

Rivera Rivera, 145 DPR 366, 375 (1998). 

En lo pertinente a los motivos para solicitar la desestimación 

de la denuncia o acusación, la Regla 64 de Procedimiento Criminal 

establece lo siguiente: 
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La moción para desestimar la acusación o la 
denuncia, o cualquier cargo de las mismas sólo podrá 
basarse en uno o más de los siguientes fundamentos: 

(a) […] 
(p) Que se ha presentado contra el acusado una 

acusación o denuncia, o algún cargo de las mismas, sin que 
se hubiere determinado causa probable por un magistrado 
u ordenado su detención para responder del delito, con 
arreglo a la ley y a derecho. 

Una moción para desestimar basada en lo provisto 
en esta regla deberá presentarse, excepto por causa 
debidamente justificada y fundamentada, por lo menos 
veinte (20) días antes del juicio, salvo lo dispuesto en la 

Regla 63. (subrayado nuestro) 34 LPRA Ap. II R. 64. 
 

En Pueblo v. Rivera Cuevas, supra, págs. 707-708, el 

Tribunal Supremo recordó que una moción al amparo de la Regla 

64 tiene que fundamentarse en ausencia total de prueba en la 

determinación de causa probable para acusar, o en que se infringió 

alguno de los requisitos o derechos procesales que se deben 

observar en dicha vista. 

III 

En primer lugar, la Peticionaria no evidenció la notificación 

simultánea de su moción de paralización, por lo que no procede 

conceder el remedio extraordinario. 

En segundo lugar, la Peticionaria tampoco nos ha 

convencido de que al emitir la Resolución aquí recurrida se 

configuró alguno de los criterios delineados en nuestra Regla 40, 

supra, de manera que mueva nuestra discreción para intervenir 

con el curso decisorio del foro de Instancia, al menos en este 

momento. 

Consecuentemente, procede denegar tanto la moción de 

paralización como el recurso de certiorari. 

IV 

Por lo antecedente, denegamos la paralización del juicio, así 

como la expedición del auto de certiorari. 

Adelántese inmediatamente por teléfono, correo 

electrónico o fax y notifíquese por la vía ordinaria. 
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Lo acordó el Tribunal y certifica la Secretaria del Tribunal de 

Apelaciones. 

 
 
 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


